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INFORME
LA LUCHA CONTRA LA CORRUPCIÓN DESDE EL ESTADO  
CONSTITUCIONAL DE DERECHO: LA LEGISLACIÓN SOBRE  
FINANCIACIÓN DE PARTIDOS POLÍTICOS EN ESPAÑA
por Gerardo Ruiz-Rico Ruiz
Catedrático de Derecho Constitucional, Universidad de Jaén

RESUMEN
Las leyes sobre transparencia de la actividad política que se han aprobado en los úl-
timos años intentan poner freno a la corrupción generada, entre otras causas, por los 
deficitarios mecanismos de control que regulan y se aplican a la financiación de los 
partidos políticos. La reciente Ley de transparencia, acceso a la información pública 
y buen gobierno promulgada en el 2012 en España tiene por delante un reto difícil en 
este sentido, sobre todo si no va acompañada de una voluntad clara para su aplica-
ción, así como de las necesarias reformas que la complementarían positivamente en 
el ámbito de la financiación de las formaciones políticas.

ABSTRACT
In recent years several laws on transparency of political activities have been adopted in 
order to control the political corruption which emerges as a consequence, among other, 
of the lack of efficient control mechanisms for the political party funding. The Spanish 
law on transparency, public access to information and good governance approved in 
2012 faces several challenges in this regard, especially if it will not be accompanied 
on the one hand by a clear will for its implementation, as well as, on the other hand, 
by the necessary reforms related to the political party funding.

I. INTRODUCCIÓN: UNA EVIDENCIA INCUESTIONABLE: 
CORRUPCIÓN VERSUS CONSTITUCIÓN

La corrupción supone un ataque directo a la línea de f lotación del Estado Consti-
tucional de Derecho; se trata de una verdadera patología tanto del sistema político 
democrático como del modelo económico sobre el que éste se asienta (G.de Vergottini, 
2012, 1 y ss) 1. En efecto, el fenómeno de la corrupción –o las distintas versiones de ésta 
(política, económica, urbanística, etc.)– tiene la suficiente entidad como para socavar 
de manera gradual la forma de Estado (social y democrático de derecho), característica 
del moderno constitucionalismo occidental. Provocando en primer lugar una grave 
“desafección” de la ciudadanía respecto de unas instituciones políticas basadas en 
el principio de representación; pero al mismo tiempo poniendo en peligro la misma 
sostenibilidad del modelo económico que rige una concreta realidad social. 

La corrupción afecta y se proyecta posiblemente con mayor intensidad sobre los 
presupuestos constitucionales del Estado de Derecho; especialmente al debilitar 

1. Como señala de Vergottini, “La corrupción se ha convertido ya en un tema central del debate político(…) 
invade todos los espacios económicos apetecibles. La corrupción altera por tanto el equilibrio de la 
competencia en un mercado en lo ideal competitivo”. Vid. G. de Vergottini, Una road contro la corruzione, en 
Corruzione contro Costituzione, en la revista Percorsi Costituzionali, n.1 / 2, CEDAM, Milano, 2012, p.1 y ss.



Cuadernos Manuel Giménez AbadNº 7 - JUNIO 2014 

224 / 248

el principio de legalidad que debe inspirar siempre la actuación del conjunto de 
organismos y administraciones públicos. Además, las prácticas y actividades que 
comprenden y delimitan un concepto que posee una doble dimensión jurídica y 
ética, no son exclusivas de los actores que podríamos calificar como “políticos” – 
partidos o su expresión en las instituciones representativas (grupos parlamentarios); 
tiene lugar igualmente en el seno y funcionamiento de cualquier tipo organizaciones 
sociales representativas de intereses colectivos (sindicatos y otros). En todo caso, 
cuando aquéllas se producen en el marco de las instituciones o entidades de natura-
leza pública representan una evidente vulneración de nociones como “gobernanza”, 
“buen gobierno” o “buena administración” (J.Ponce, 2012, 93-140) 2; principios –y 
a veces también derechos– que, pese a no encontrarse formulados frecuentemente 
en los textos fundamentales, cabe extraerlos sin dificultad del conjunto los valores 
y principios en los que se condensan la noción de Estado constitucional de derecho3.

Como un ejemplo representativo de esta implícita o indirecta positivización, en el caso 
específico de la Constitución española de 1978, la corrupción supondría un atentado 
directo y frontal contra un amplio abanico de cláusulas constitucionales que definen 
los parámetros jurídicos a los que debe estar siempre subordinada la actuación de los 
organismos públicos: artículos 9-3 (legalidad, seguridad jurídica, responsabilidad e 
interdicción de la arbitrariedad), 31.2 (equidad, eficiencia y economía en el gasto pú-
blico) y 103.1 (objetividad, eficacia, sometimiento a la ley) y 103.3 (imparcialidad en 
la actuación de los funcionarios públicos). Sin olvidar la afectación negativa asimismo 
sobre otros valores y principios enunciados en aquella norma constitucional: art. 47 
(derecho a la vivienda), Igualdad (9.2) o el acceso a los cargos públicos basado en el 
criterio del mérito (23.2).

Su particularidad reside, no obstante, en la ausencia por lo general de una descripción 
constitucional adecuada de lo que supone la corrupción y de los instrumentos espe-
cíficos con los que combatirla. En efecto, no es fácil localizar en esa esfera superior 
del ordenamiento un compromiso u objetivo prioritario en contra del fenómeno de 
la corrupción; ni siquiera desde un punto de vista terminológico se puede constatar 
su inclusión en los textos promulgados en las últimas décadas dentro del moderno 
constitucionalismo occidental4. En consecuencia tampoco se han diseñado allí los 
instrumentos preventivos o reactivos que marquen una orientación posteriormente 
al legislador sobre la forma de neutralizarla. 

Pero justamente la democracia constitucional no se ha demostrado inmune al fenóme-
no de la corrupción. Ésta provoca una evidente ruptura no sólo de la ética (R.Bustos, 

2. Vid. J. Ponce Solé. La prevención de la corrupción mediante la garantía del derechos a un buen gobierno a 
una buena administración en el ámbito local (con referencias al Proyecto de Ley de Transparencia, acceso a la 
información pública y buen gobierno), en Anuario de Gobierno Local 2012. Fundación democracia y Gobierno 
Local, IDOP, pp. 93-140. 

3. Un exponente de formulación “cuasiconstitucional” expresa del derecho a la buena Administración se puede 
localizar en el marco del Estado Autonómico español. Concretamente en algunos de los Estatutos de Autonomía 
de la “última generación” –Cataluña (2006), Andalucía (2007)– se concibe no sólo como un principio general 
del funcionamiento de los poderes públicos territoriales, sino –en teoría al menos– como un “derecho subjetivo” 
ejercitable y exigible por tanto de los ciudadanos de la Comunidad Autónoma. 

4. Resulta cuanto menos sorpresivo que no existan referencias a la corrupción en las Constituciones aprobadas 
en Europa desde el término de la Segunda Guerra Mundial, período en el que comienza a consolidarse el 
modelo de Estado democrático y social de derecho. Este silencio constitucional contrasta sin embargo con los 
numerosos y graves casos de corrupción política que se han producido desde entonces. En especial en algunos 
países –como Italia– hasta el punto de provocar allí la casi extinción de una clase política implicada en prácticas 
generalizadas de financiación irregular y otras conductas delictivas, conocidas en la esfera mediática con el 
seudónimo de tangentópolis. También en España se están produciendo actualmente graves fenómenos de 
corrupción protagonizados por – o dentro de– los principales partidos políticos con representación en todos los 
niveles territoriales. 
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2010, 101 y ss) 5, sino básicamente también de las reglas de juego político y de la 
convivencia democrática6. Pero la Constitución va a marcar, aunque sea de forma 
indirecta, unas pautas de evaluación que determinan el canon jurídico esencial para 
reconocer si la acción de un agente público o privado puede ser tipificada dentro del 
concepto de corrupción política. 

El hecho de que no se pueda localizar una noción constitucional de corrupción –a 
pesar de que se trata una infracción que entra en colisión con los principios de la Ley 
Fundamental del Estado– no ha impedido que, desde la esfera legislativa, se hayan 
diseñado los medios y el instrumental necesario para intentar frenar sus efectos más 
perniciosos sobre el sistema político. Es probable que el éxito de esta operación no 
dependa sólo de recepcionar en el texto constitucional un concepto jurídicamente 
útil de corrupción, junto con los reactivos esenciales para hacer frente a la misma. 
El proceso de normativización debe ser completado con un esfuerzo pedagógico que 
consiga generar una cultura cívica socialmente compartida opuesta a la utilización 
de prácticas fraudulentas e ilegales, o al borde de la legalidad, que se imponga tanto 
en el funcionamiento de la Administración como en la actuación de la clase política. 

Aunque el incumplimiento de los deberes asociados a un cargo o responsabilidad pú-
blicos afecta de plano y negativamente al interés general, siempre se podría calificar 
además como una infracción ética de aquellos patrones de comportamiento sobre los 
que se edifica un determinado orden social. En definitiva implica una ruptura con el 
principio de la confianza política (trust), que obliga al representante o gobernante a 
actuar siempre al servicio de la sociedad que representa y a la que dirige desde los re-
sortes institucionales del poder político. Al sujeto que desempeña una función pública 
o asume una competencia política se le debe exigir por tanto una cuota adicional o 
“cualificada” de respeto por el principio de legalidad; sólo de este modo puede superar 
el test de confianza. 

Así pues, la respuesta más efectiva para combatir la corrupción no siempre procede 
del derecho, en general incapaz de atajar definitivamente el problema. Se puede ha-
cer frente a la degradación de la vida política y la inmoralidad de quienes la lideran 
socialmente mediante la creación de unos Códigos de conducta o comportamiento 
institucional; es decir, con la confección de una deontología precisa de obligaciones 
que, situadas en el plano de la ética, conlleven igualmente efectos en la esfera jurídica 
y sancionatoria; el objetivo no es otro que forzar a quienes gobiernan, y en general al 
estamento de político, a actuar conforme a un doble patrón de ejemplaridad moral 
y legalidad. El problema de utilizar este otro tipo de parámetros basados más en la 
ética, aunque con consecuencias jurídicas, radica en designar el sujeto (u organismo) 
competente e idóneo para actuar como árbitro superior, aplicando con la suficiente 
neutralidad y objetividad las normas que componen esas reglas de conductas previa-
mente codificadas, así como delimitar el alcance de las sanciones que se puedan impo-
ner a los eventuales responsables públicos (políticos o administrativos) infractores 7. 

5. Un buen ejemplo de control de la corrupción sería el implantado en gran Bretaña en los últimos años, a partir 
de la creación de Códigos de Conducta para representantes parlamentario y miembros del Gobierno (Ministerial 
Code) –vinculantes, aunque no por mandato jurídico o legal explícito– , si bien más tarde complementados por 
la Freedom of information Act (2000), que refuerza los deberes de transparencia informativa del Gobierno. 
Vid. R.Bustos Gisbert, Corrupción política: un análisis desde la teoría y la realidad constitucional, en Teoría y 
Realidad Constitucional, n.25, 2010, pp. 101 y ss.

6. Vid. Encuesta: corrupción política y derecho público, en Teoría y Realidad Constitucional, n.25, 2010,  
pp. 15 y ss.

7. En el caso de España, el establecimiento de estos Códigos de conducta en la actuación del Gobierno ha tenido 
lugar recientemente a través de la Orden 516/2005, de 3 de marzo, que publica el Acuerdo del Consejo de 
Ministros de 18 de febrero de 2005, por el se aprueba el Código de Buen Gobierno de los miembros del Gobierno 
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No obstante, la experiencia pone de manifiesto que posiblemente el sistema jurídico 
punitivo o sancionador no sea la fórmula más efectiva de correctivo contra el ejercicio 
de actuaciones contrarias a la moral política y al principio de legalidad. En efecto, 
los procesos jurisdiccionales no resultan con frecuencia eficaces para contrarrestar 
y castigar los actos que entran dentro del concepto jurídico de corrupción, y sí por el 
contrario lo que podríamos denominar como sanción política; esto es, la punición 
social y política que ejerce y aplica la opinión pública, la que se impone desde el ejer-
cicio de los instrumentos de control parlamentario, o la que desde el interior mismo 
–a menudo de forma implícita– se utilizan por los mecanismos disciplinarios de las 
propias formaciones políticas.

La Constitución ejerce pues de doble paradigma, para señalar la actuación que incurre 
en falta de ejemplaridad o es sencillamente antijurídica; actúa pues de canon –jurídico 
y ético– para la correcta actuación de un buen gobernante. La clave para discernir 
las conductas que pueden ser evaluadas positivamente se basa en la aplicación de los 
principios normativos y los valores ético-sociales que transmite el texto constitucional; 
en la medida en que éste nunca es –ni puede ser– aséptico o neutral desde un punto de 
vista axiológico. De ahí la importancia que debe tener la “educación constitucional”, 
como un recurso preventivo para lograr atenuar al menos los índices de corrupción 
política y social de un país8. 

Cabría plantear entonces la cuestión de si un gobernante –o responsable público– pue-
de actuar conforme a las obligaciones marcadas por la Constitución, desconociendo 
o sacrificando al mismo tiempo los valores y principios éticos que ésta consagra en 
su articulado. La respuesta tiene por fuerza que ser negativa en este punto; aunque 
la antinomia o la polémica al menos no es infrecuente, en la medida en que los va-
lores superiores –la moral constitucional– del ordenamiento supremo de un Estado 
(justicia, social, igualdad, libertad, pluralismo) exigen una interpretación f lexible 
de algunas de las reglas tradicionales del Estado de Derecho; incluso el supuesto de 
potencial contradicción entre principios y objetivos no resulta extraño en la herme-
néutica constitucional. 

Esas paradojas o antítesis se presentan con relativa normalidad a partir de la orien-
tación no siempre coincidente que plantean fines y objetivos positivizados dentro de 
la propia norma constitucional. Así, el valor de la justicia (social) o el mandamiento 
constitucional en favor de la protección del medio ambiente fuerzan una concepción 
“social” del derecho propiedad privada (función social de la propiedad). De ahí también 
que la libertad como valor supremo sólo queda auténticamente garantizada cuando, 
por ejemplo, se aseguran la igualdad y el pluralismo de las diferentes concepciones 
culturales y religiosas. La dignidad elemental de la persona y el derecho constitucional 
a una vivienda digna prescriben también la reducción de la libertad empresarial en las 
entidades financiaras, evitando la imposición de intereses (leoninos) en los préstamos 
hipotecarios y su superioridad procesal ante el riesgo de expulsión de los inquilinos. 
Los anteriores no son sino unas pocas manifestaciones de la ductilidad (Zagrebelsky) 

y de los altos cargos de la Administración General del Estado. En relación con los funcionarios y responsables 
de la Administración Pública, la exigencia de unas conductas ética y jurídicamente adecuadas no se impone 
mediante reglas de naturaleza deontológica, sino desde una disciplina normativa contenida en la LEY 7/2007, 
de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público, cuya infracción puede dar lugar a sanciones de diverso 
alcance (despido, separación de funciones, demérito, traslado forzoso). 

8. Un modelo de referencia en este sentido podría ser el de la asignatura curricular de la “Educación para la 
ciudadanía”, implantada en el sistema educativo español hasta hace unos años, y que fue muy contestada –hasta 
desaparecer por decisión del actual Gobierno conservador del Partido Popular– por quienes defienden una 
moral –religiosa– unidimensional para el conjunto de la sociedad, y les parecen inapropiados el conocimiento 
de los que hasta hace poco constituían unos “tabús” culturales (homosexualidad, aborto, divorcio, pluralismo).
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que encierran principios y valores todos ellos de naturaleza constitucional, y por tanto 
sirven de botón de muestra de la dificultad también para definir los patrones de compor-
tamiento “morales” que cabe exigir a quienes lideran la sociedad desde las instituciones 
políticas y administrativas. 

II. ALGUNOS INSTRUMENTOS CONSTITUCIONALES CONTRA LA 
CORRUPCIÓN Y EN FAVOR DEL “BUEN GOBIERNO”

Desde el estado Constitucional de derecho se han diseñado algunos dispositivos que 
permiten combatir el fenómeno de la corrupción, y en especial la versión “política” de 
ésta. Aunque su finalidad principal quizás no sea esa precisamente, resulta incuestio-
nable la utilidad potencial que demuestran para lograr ese objetivo. Por lo pronto el 
concepto mismo de Estado social como fórmula definición general del modelo político 
constitucionalizado puede ser un presupuesto importante en este sentido, al legitimar 
una fuerte dosis de intervención pública en esferas privadas o con un régimen especial 
de sujeción jurídica9. 

Pero la fiscalización de las actuaciones, potencialmente o de hecho ya corruptas, puede 
resultar más operativa a través de los instrumentos de rendición de cuentas –control y, 
en su caso también, exigencia de responsabilidad política– configurados en un carac-
terístico sistema de gobierno parlamentario. Si bien es cierto que los que se emplean 
para promover la ruptura del contrato de investidura Gobierno-Parlamento (moción 
de censura, cuestión de confianza) apenas tienen una verdadera utilidad; no sólo por el 
uso excepcional que se hace de ellos, sino también por el propio diseño constitucional 
con que últimamente se les implante en la forma política del Estado democrático. Como 
exponentes de una tendencia que parece generalizarse, la Ley Fundamental de Bonn 
en 1949 y más tarde la CE de 1978 establecieron un modelo de censura de naturaleza 
“constructiva”, cuya virtualidad real no se orienta tanto al derribo y sustitución de 
un gobierno por otro, como a la estrategia parlamentaria de desgastarlo en el terreno 
parlamentario y de la opinión pública; un dispositivo constitucional que llega a resulta 
útil, no obstante, cuando se constatan las sospechas o evidencias de complicidad con 
prácticas irregulares y corruptelas de algunos de sus miembros.

Por otro lado, aunque los instrumentos clásicos de control parlamentarios que suministra 
el derecho constitucional (preguntas, interpelaciones, mociones, etc.) demuestran una 
virtualidad limitada para modificar las pautas de funcionamiento del poder ejecutivo, 
pueden llegar a tener una utilidad significativa cuando se trata de reaccionar contra la 
corrupción que se produce en la esfera gubernamental y administrativa. Ciertamente la 
rendición de cuentas, como presupuesto y efecto al mismo tiempo de la lucha contra las 
prácticas corruptas que se hayan detectado, puede eludirse con frecuencia mediante la 
imposición del criterio de mayoría, que viene a dificultar la activación de aquellos instru-
mentos de fiscalización con que teóricamente cuentan las minorías en el Parlamento10. 

9. Sin olvidar que el estado social de Derecho contempla entre sus compromisos globales uno –el progreso y 
desarrollo económico– que se encuentre en peligro ante la actuación corrupta de los responsables de los poderes 
públicos encargaos precisamente de cumplir con ese objetivo marcado en la esfera constitucional. 

10. No obstante, los requisitos de carácter cuantitativo que se exigen para la creación de las Comisiones de 
Investigación se han ido flexibilizando o rebajando para permitir que las minorías estén en condiciones de 
impulsar uno de los mecanismos de control del poder político en potencia más eficaces. Un ejemplo de esta 
evolución en el derecho parlamentario se observa en el Reglamento del Congreso de los Diputados español, 
donde la constitución de una de estas comisiones no depende de la voluntad de la mayoría gubernamental: “El 
Pleno del Congreso, a propuesta del Gobierno, de la Mesa, de dos Grupos Parlamentarios o de la quinta parte 
de los miembros de la Cámara, podrá acordar la creación de una Comisión de Investigación sobre cualquier 
asunto de interés público” (art. 52).
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Sin duda también, otra de las fórmulas con una cierta dosis de potencial eficacia 
sería la actuación –de oficio o a instancia de los propios ciudadanos– de la figura del 
Ombudsman. Su legitimidad constitucional, en cuanto comisionado parlamentario, 
le autoriza para llevar a cabo una supervisión y fiscalización de la Administración 
Pública y sus responsables políticos gubernamentales. La función de las Defensorías 
del Pueblo no sólo se circunscribe a la defensa de los derechos constitucionales, sino 
que puede reorientarse a la investigación de actividades irregulares y potencialmente 
ilícitas de los funcionarios públicos –y quienes los dirigen desde la esfera política– que 
trabajan en cualquier órgano de la Administración11. 

La eficacia jurídica de los anteriores instrumentos de control parlamentarios que 
cuentan con un asiento o recepción constitucional no resulta por lo general demasiado 
productiva en cuanto a resultados inmediatos. No obstante, tampoco cabe negar que, 
en cuanto ejercicio de calificación una evaluación política, sus efectos van a tener un 
coste “diferido” –hacia la arena electoral– que ningún Gobierno puede obviar. 

En el escenario constitucional del Estado democrático se han implantado algunos 
otros recursos para bloquear el riesgo de una posible contaminación institucional. 
Obedecen a ese objetivo y es el caso de la imposición de mayorías cualificadas –o 
hipercualificadas– para la nominación de los miembros que componen determinadas 
instituciones claves de la estructura orgánica estatal (Tribunal Constitucional, Con-
sejos de la Magistratura, Defensorías del Pueblo). Con su establecimiento no sólo se 
persigue obtener un índice elevado de consenso que refuerce la legitimidad de su pos-
terior actuación, sino igualmente la independencia y autonomía de criterio que permita 
ejercer las funciones constituciones asignadas sin una dependencia excesiva del poder 
político. Conviene recordar que algunas de esas competencias constitucionales tienen 
una relación directa con el control, y sanción en su caso, de los casos de corrupción 
que se hayan producido en la organización político-institucional del Estado. 

Sin embargo, pese al intento de los constituyentes por asegurar de este modo una 
imparcialidad y neutralidad de la composición de estas entidades claves en la lucha 
contra la corrupción, no se ha podido evitar la realidad –y no sólo peligro hipotético– 
de una lottizazzione o reparto “partidario” en el momento del nombramiento de sus 
miembros, lo que desde luego no anticipa su capacidad de combatir eficazmente los 
fenómenos de corrupción política. 

En una dirección análoga se han establecido constitucionalmente los elementos bá-
sicos de los diferentes regímenes de incompatibilidades que afectan a algunas de las 
responsabilidades políticas e institucionales más relevantes del Estado (miembros 
del Gobierno, representantes parlamentarios, magistrados de Cortes Supremas y 
Constitucionales). 

Seguramente el sistema no es completo ni se ha perfeccionado lo suficiente legalmen-
te. Los textos constitucionales sólo hacen por lo general una remisión al legislador 
para que delimite con mayor precisión las causas que impiden una superposición 
de intereses –institucionales y particulares– que amenacen la autonomía decisoria 
del órgano estatal. En todo caso, se observa una tendencia a extender el régimen de 

11. De nuevo el Reglamento del Congreso de los Diputados español ofrece una muestra bastante explícita de 
una competencia que se proyecta hacia la indagación y control de la corrupción: “Los Diputados, los Grupos 
Parlamentarios y las Comisiones podrán solicitar, mediante escrito motivado y a través del Presidente 
del Congreso, la intervención del Defensor del Pueblo para la investigación o esclarecimiento de actos, 
resoluciones y conductas concretas producidas en las Administraciones Públicas, que afecten a un ciudadano  
o grupo de ciudadanos” (art. 200).
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incompatibilidades más allá del tiempo en que se ostenta el cargo o función institu-
cional, en las relaciones posteriores que se puedan tener con empresas relacionadas 
directamente con las responsabilidades político-administrativas que se habían ejer-
cido con anterioridad 12.

En conclusión, podemos estar de acuerdo con la afirmación de que la democracia 
definida en un Estado Constitucional es el mejor modelo político para hacer frente 
a la corrupción. Si bien para que esta premisa resulte cierta en toda su amplitud 
parece conveniente también acometer un proceso de gradual democratización de los 
instrumentos de participación política (directa o mediante representación), sobre 
todo mediante la transparencia y el ensanchamiento de los canales de información 
social13. Porque si la corrupción política viene a confirmar la inutilidad e ineficacia 
de los mecanismos de control y fiscalización institucional, la posibilidad de un mayor 
control “social” del poder político y las Administraciones públicas se plantea como 
una exigencia ineludible. 

La experiencia global de los sistemas políticos democráticos pone de manifiesto que la 
corrupción está estrechamente ligada a la ausencia de límites temporales al ejercicio 
de la actividad política institucional; de ahí la necesidad posiblemente de aplicar ins-
trumentos con los que conjurar este peligro, tales como las limitaciones de mandatos 
en órganos de representación y de gobierno; una medida que desde luego obstaculiza 
las prácticas clientelares que no son sino la antesala de la corrupción. Es estos y otros 
ámbitos donde hay que intervenir, desde la esfera normativa tanto constitucional –
idóneo debido a la importancia que tienen para una democracia constitucional– como 
legislativa, pare evitar lagunas o regulaciones hasta ahora muchas veces inconsistentes 
e inocuas contra la corrupción. 

Los problemas que se van a plantear no son de fácil resolución. Incluso a veces pueden 
provenir de los propios principios constitucionales. Véase si no, a título paradigmático, 
la difícil combinación entre un principio constitucional fundamental como el de la 
autonomía municipal, con el ejercicio de la misma por muchos responsables locales 
en favor de intereses espurios y en absoluto generales. A pesar de suponer un cierta 
ruptura con el principio de subsidiaridad o el de proximidad –pero respetando la 
ilegitimidad de los controles de oportunidad– puede llegar a ser imprescindible la 
coordinación y cierto grado de intervención desde las Administraciones “superiores”. 

Tampoco deben quedar exentos de ciertos controles de “calidad democrática” los princi-
pales agentes del Estado democrático. La corrupción anida con demasiada naturalidad 
en los partidos políticos, auspiciada por una tradicional falta de democracia interna. 
No se trata únicamente de “abrir” las listas o candidaturas electorales que aquéllos 
presentan, sino también de romper –si es posible desde mandatos constitucionales ex-
plícitos– el temor de las jerarquías oficiales de los PP a aperturas democráticas, como 
son las elecciones primarias, para favorecer renovación de los liderazgos y las propuestas 
políticas14. En esta dirección habría que actuar también contra la sistemática ocupación 

12. Esta fórmula de lo que podría denominarse como “enfriamiento postlaboral” se ha regulado ya en España 
dentro de la Ley 5/2006, de regulación de los conflictos de intereses de los miembros del Gobierno y de los Altos 
Cargos de la Administración General del Estado.

13. En esta línea se inscribe la Ley de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno. Boletín 
Oficial de las Cortes Generales, 7 de septiembre del 2012; asimismo la Proposición de Ley Orgánica para la lucha 
contra la corrupción, que presentaron, con anterioridad a la iniciativa legislativa gubernamental, varios partidos 
minoritarios de la oposición. BOCG, 8 de febrero del 2013. 

14. Nos parece interesante recoger aquí la opinión de Rodríguez Ibarra, para el que sería necesario adoptar 
medidas excepcionales de control sobre los partidos: “un control constante, continuo y permanente de la 
economía de los partidos. Un control constante y permanente como el que planteo, equivaldría a “intervenir” 
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por la partitocracia de los espacios administrativos, articulada a través de un nomina-
ción, por libre designación, que potencia extraordinariamente el clientelismo. 

III. UNA SOLUCIÓN PARCIAL E INCOMPLETA CONTRA  
LA CORRUPCIÓN POLÍTICA EN ESPAÑA: LA LEY SOBRE 
FINANCIACIÓN DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS

1. Regulación constitucional y breve examen de la evolución legislativa

El artículo 6 de la Constitución española de 1978 (CE) no contiene una referencia 
expresa al sistema de financiación de los partidos políticos, limitándose a declarar 
que “su creación y el ejercicio de su actividad serán libres dentro del respeto a la 
Constitución y a la ley”. Sin embargo, el precepto constitucional no parece estar pro-
poniendo un modelo regulativo en el que esta categoría de asociaciones disfruten 
de una total autonomía en su funcionamiento. Por el contrario, estaría señalando 
una legitimación clara de los poderes públicos para controlar determinadas facetas y 
actividades internas de los partidos, en especial aquéllas directamente relacionadas 
con el cumplimiento de los principios fundamentales del Estado constitucional. De 
este modo, la CE ofrece la necesaria cobertura jurídica para que el legislador pueda 
articular unos mecanismos de control sobre la financiación de los partidos, en tanto 
que esta última determina en buena medida la garantía y eficacia en el terreno de la 
competición política de algunos de los valores superiores proclamados en el Título 
Preliminar de la norma fundamental (libertad, igualdad, pluralismo político).

En efecto, la trascendental función que desempeñan los partidos políticos en un Esta-
do social y democrático de derecho constituye la razón principal por la que ese mismo 
Estado asume la tarea de regular su sistema de financiación. La imposición legal de 
instrumentos de fiscalización y el establecimiento de límites para la obtención de 
recursos no tiene otra finalidad que favorecer el equilibrio plural entre las diversas 
formaciones políticas que aspiran a canalizar las demandas de los ciudadanos ante 
las instituciones públicas, al tiempo que se evitan prácticas ligadas a la corrupción 
que desvirtúan esa regla de juego básica en democracia. En efecto, la igualdad de 
oportunidades en la concurrencia electoral no puede quedar asegurada sin los nece-
sarios mecanismos con los que evitar una financiación procedente de fuentes ilícitas 
que condicionan, por otro lado, la libertad de los partidos, supeditándolos a intereses 
completamente ajenos a su función representativa. Esa misma igualdad, plasmada 
implícitamente dentro la CE como valor superior del ordenamiento (art 1.1) o derecho 
fundamental en el acceso a los cargos públicos (art. 23.2) exige los oportunos límites 
y condiciones que eviten desigualdades excesivas entre las organizaciones políticas, 
originadas por unas fuentes privadas de financiación que privilegien a algunas de 
ellas por razones estrictamente ideológicas. 

No obstante, la igualdad “constitucional” representa solamente una garantía básica o 
mínima que se proyecta sobre la competición partidista electoral, pero que no puede 
impedir la configuración de un sistema legal de financiación que opere básica y fun-
damentalmente en razón de un criterio de proporcionalidad, adaptado a una realidad 
política en la que existen diferencias cualitativas en la representatividad social de 
los partidos. Este principio de “igualdad proporcional” va a tomar como elemento de 

los partidos (…)Está claro que estamos ante una situación de quiebra de la confianza en los partidos políticos 
que se extiende por contagio a todo el sistema democrático. Pienso que la situación es lo suficientemente grave 
como para requerir medidas excepcionales y, por ejemplo, justificar la “intervención” que propongo, para 
restablecer la confianza perdida”. El País, 20 de agosto, 2013.
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valoración principal el éxito electoral en cada momento puntual de los partidos, y se 
concreta en un diferente trato en el nivel de financiación que reciben por parte de los 
poderes públicos (García Guerrero). El efecto indirecto o colateral de la aplicación del 
principio de proporcionalidad disminuye ciertamente las posibilidades e igualdad e 
oportunidades en los sucesivos comicios, como un reflejo directo del mayor o menor 
respaldo electoral que se hayan alcanzado. En todo caso, la combinación de ambos 
criterios en la financiación partidista no tiene por qué resultar incompatible con los 
mandatos constitucionales.

La trayectoria legislativa en España de esta materia no va a proporcionar los indis-
pensables elementos de referencia hasta la aprobación de la LO 3/1987, norma en la 
se establecen por primera vez determinaciones legales fundamentales del régimen 
de financiación de los partidos. Esta primera regulación general se actualizará más 
adelante con la Ley 8/2007, –vigente en la actualidad– que no modifica en lo sustan-
cial a la anterior, sino en todo caso precisa y detalla algunos de sus aspectos relativos 
al control y responsabilidad en casos de incumplimiento de las normas legales. La 
relativa eficacia de la Ley del 2007 se ha intentado mejorar con las medidas incluida 
en la reforma aprobada en el 2012 (Ley orgánica 5/2012, de 22 de octubre). 

Al cuadro constitucional y legislativo que se acaba de describir habría que añadir 
otro conjunto de normas que contienen pautas de financiación que adatan, delimita 
o complementan las reglas generales: la Ley Orgánica de Régimen Electoral General 
de 1985(LOREG), los Reglamentos parlamentarios del Congreso y el Senado y la le-
gislación que regula la publicidad electoral en los diferentes medios de comunicación 
(Leyes Orgánicas 1/1988 y 10/1991). Por último, se han ido aprobando de forma pro-
gresiva una serie, ya amplia, de normas que afectan igualmente a la financiación de 
los partidos en las esferas autonómica y municipal.

El sistema español de financiación de partidos tiene un carácter eminentemente pú-
blico, lo que significa que el Estado constitucional surgido de la transición política 
española tuvo en cuenta la trascendencia que éstos juegan para la consolidación de 
la democracia. Sin embargo, la experiencia ha demostrado que esa esta financiación 
directa estatal no resuelve a priori todas las posibles patologías que se puedan gene-
rar por la utilización otros medios alternativos que se sitúan, en no pocas ocasiones, 
claramente fuera de la legalidad (Blanco Valdés). Por otra parte, la configuración de 
hecho “prestacional” que acaban adquiriendo estas formas públicas de financiación 
no encajaría exactamente –si bien no es necesariamente contradictoria– con la propia 
naturaleza de los partidos políticos, como organizaciones formalmente de derecho 
privado a las que se garantiza constitucionalmente un funcionamiento libre e inde-
pendiente del Estado; no sólo porque potencialmente se refuerzan así las tendencias 
oligárquicas internas (Michels), sino también por el hecho de que esa gratificación 
a los representantes institucionales de los partidos contribuye a “burocratizar” la 
dinámica de renovación que debería tener lugar de forma periódica en los partidos, 
“funcionarizando” a los que han tenido el privilegio de lograr un puesto en las insti-
tuciones de representación política. 

2. La Ley Orgánica 8/2007, de 4 de julio, sobre financiación  
de los Partidos Políticos

Un examen de la legislación española sobre financiación de partidos políticos corro-
bora la sensación de inestabilidad y permanente evolución característica en esta ma-
teria, ante la constatación de que el ordenamiento no es capaz de bloquear de manera 
definitiva las diversas fórmulas que permiten obtener recursos económicos al margen 
de la legalidad (R. Morodo y Lucas Murillo, 2001).
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La actual Ley en vigor sobre financiación de partidos políticos viene a reformar la ante-
rior de 1978 (LO 3/1987, de 2 de julio), incorporando algunas novedades sobre aquella 
primera e incompleta regulación. La razón de ser que explica la aprobación de la Ley 
8/2007 tiene mucho que ver con el fenómeno de la corrupción y de las irregularidades 
que han aparecido en los últimos años en relación con los mecanismos de financia-
ción de los principales partidos con representación parlamentaria e institucional. La 
nueva Ley pretende esencialmente garantizar tanto una mayor transparencia, como 
el reforzamiento de los sistemas de control sobre las fuentes que alimentan econó-
micamente a las organizaciones políticas, más allá de las que se habían implantado 
desde el comienzo de la democracia española, supeditadas al nivel de representación 
política obtenida en las diferentes convocatorias electorales.

El legislador es consciente –tal y como explica en su Exposición de Motivos La LO 
8/2007– que una total liberalización total y la ausencia de controles por parte del 
Estado puede perjudicar no sólo la función constitucional de los partidos como ins-
trumentos que vehiculan las demandas de los ciudadanos hacia el sistema político, 
sino incluso y a la postre su propia libertad a la hora de adoptar decisiones en el seno 
de aquellas instituciones parlamentarias o representativas de la soberanía popular. 

El modelo por el que opta la ley española va a tener un evidente carácter “mixto”, 
al incluir una doble fórmula de financiación pública y privada que opera de forma 
simultánea y complementaria. En primer lugar, se va a establecer un mecanismo de 
subvenciones públicas a los partidos políticos a partir del nivel de representatividad 
conseguida en las instituciones públicas (Parlamento central, Asambleas Legislativas 
de las Comunidades Autónomas, Ayuntamientos). Con la nueva normativa, los partidos 
verán incrementados en un 20 % las cantidades que recibían hasta entonces por este 
concepto, además de que se reconocen otras vías de financiación complementaria que 
se implantan en la esfera regional y local.

Al mismo tiempo la Ley autoriza un segundo sistema de financiación por aquellos 
particulares que tengan una relación orgánica (cuota de afiliados) o externa a la for-
mación política (donaciones). Pero la principal aportación de la Ley 8/2007 va ser 
la de precisar un régimen jurídico regulado de una forma excesivamente genérica 
e indeterminada por la normativa anterior, concretando además los instrumentos 
de fiscalización y el sistema de sancionador por incumplimiento de las obligaciones 
impuestas legalmente.

El ámbito subjetivo de aplicación de la Ley 8/2007 no se limita a las entidades clá-
sicas y habituales (partidos políticos), sino a todas aquellas que pueden concurrir 
actualmente en los procesos electorales (federaciones, coaliciones, agrupaciones de 
electores). De este modo, y aun cuando todas ellas son realidades asociativas de na-
turaleza política, sin embargo su configuración y funcionamiento interno resulta muy 
diferente. El legislador español ha querido por tanto unificar las reglas jurídicas que 
afectan a todos actores que participan en la vida política y electoral, al integrarlas 
dentro del concepto de “partido político” (art. 1). De esta forma se pueden evitar 
posibles estrategias con las que intentar eludir los mecanismos de control, mediante 
fórmulas de configuración interna que escapan a la configuración tradicional de los 
partidos políticos.

Los recursos económicos con los que pueden contar los partidos políticos para su 
funcionamiento ordinario –no parlamentario– se encuentran enunciados con carácter 
general en el artículo 2 de la Ley, si bien han sido desarrollados de forma más porme-
norizada en los preceptos siguientes. Como anotamos anteriormente, se parte de una 
doble gama de recursos en función de su procedencia, públicos y privados. 
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Los recursos provenientes de la “financiación pública” se estructuran en varias ca-
tegorías. En primer término, las ayudas públicas que se otorgan a los partidos (y 
demás entidades) para cubrir gastos que conlleva su participación en las campañas 
electorales, cuya determinación exacta se regula en la Ley Orgánica 5/1985, de Ré-
gimen Electoral General. Dentro de este grupo se pueden incluir aquellos recursos 
“extraordinarios” –como se ha demostrado asimismo que lo es su utilización en Espa-
ña– para participar en las campañas de propaganda vinculadas a la convocatoria de 
consultas populares, cuya regulación se contiene en la Ley Orgánica para las Distintas 
Modalidades de Referéndum (1980).

El segundo tipo de recursos públicos son los que tienen como finalidad cubrir los de-
nominados por la LO “los gastos de funcionamiento” de los partidos. Este mecanismo 
tiene una temporalidad concreta (anual) y una aplicación, desde el punto de vista te-
rritorial, con diversos niveles complementarios y simultáneos de financiación (estatal, 
autonómico y local). Se trata de subvenciones contenidas en la ley de Presupuestos 
Generales del Estado y de carácter “no condicionado” (a ninguna finalidad específica 
predeterminada legalmente), destinadas por tanto a cubrir los gastos ordinarios de 
la normal actividad de los partidos. Entran dentro de esta categoría, no obstante, las 
especiales necesidades que en materia de seguridad pueden tener algunos miembros 
de los partidos políticos, por lo que la Ley ha contemplado también unas asignaciones 
específicas para este fin (art. 3.1). 

En materia de financiación pública se impone una lógica condición de la que surge u 
origina el derecho u obligación –para el partido y el Estado, respectivamente– a recibir 
el apoyo económico del estado: haber obtenido alguna representación en las últimas 
elecciones generales, sea en el Congreso como en el Senado. 

La fórmula regulada en la Ley (art. 3.2) para establecer la cantidad que corresponde 
concretamente a cada formación política divide en tercios la subvención pública en 
este concepto, en función de dos parámetros (proporción del número de escaños y de 
los votos obtenidos) y un criterio de división para la cantidad otorgada (la asignación 
se divide en terceras partes, correspondiendo un tercio en función de los escaños, y 
dos tercios en función del número de votos). Resulta indudable que con este método, 
el legislador español ha intentado favorecer indirectamente a los partidos con una 
mayor representación parlamentaria, los cuales a su ves se han visto beneficiados por 
una fórmula electoral (sistema D’Hondt) escasamente proporcional de adjudicación 
de puestos en los órganos de representación política. 

No obstante, el legislador ha dejado a las Comunidades Autónomas –y concretamente 
a la legislación electoral que se adopte en cada una de ellas– un cierto margen de ma-
niobra en este punto, ya que no tienen por qué utilizar este último criterio de división 
por “tercios”; si bien les obliga a emplear ese doble parámetro del número de escaños 
y de votos obtenidos en los comicios autonómicos (art. 3.3.).

Por último, se ha previsto una fórmula “indirecta” de subvención pública a los par-
tidos, a través de los Grupos Parlamentarios o de representación política, estruc-
turada de igual manera en los niveles de gobierno territorial básicos en España 
(Cortes Generales, Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas (CCAA) 
y Corporaciones locales).

Para evitar potenciales alteraciones indirectas de estas formulas “objetivas” de asig-
nación de recursos, queda prohibida expresamente la posibilidad de recibir de los 
Presupuestos públicos (estatales, autonómicos o municipales) ayudas económicas 
o financieras de ninguna clase que tengan como destino el funcionamiento de los 
partidos. Sin embargo, esta prohibición no parece aplicable del todo, al no resultar 
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incompatible en todo caso con algunos mecanismos legales de financiación indirecta 
que dependen igualmente de los presupuestos de diferentes Administraciones pú-
blicas, principalmente en forma de reducciones o concesión de gratuidad en el coste 
económico de determinados servicios: espacios de tiempo para propaganda electoral 
en emisoras de medios de comunicación de titularidad pública, utilización de locales 
públicos para campañas electorales, tarifación reducida para envíos postales de pro-
paganda electoral, etc..

Finalmente, tras la aprobación de la última ley de partidos (Ley Orgánica 6/2002), se 
prevé la posibilidad de que la autoridad judicial pueda aplicar, como medida cautelar 
y a iniciativa del Gobierno–la propuesta la realiza el Ministro del Interior–, la sus-
pensión de las ayudas y subvenciones públicas a aquellas formaciones políticas que 
se vean afectadas por un proceso de declaración de ilegalidad.

En definitiva, la financiación pública de los partidos favorece el cumplimiento de sus 
fines constitucionales, además de garantizar una igualdad de oportunidades en la 
competición electoral, una mayor independencia y la aplicación de sistemas eficaces 
de control (Morodo y Lucas Murillo). Pero sobre todo sirve en buena medida para 
evitar que éstos tengan que buscar fondos y recursos al margen de la legalidad para 
cubrir las necesidades habituales de funcionamiento.

En lo que respecta a los recursos que proceden de la financiación privada, el legislador 
español ha contemplado un elenco tasado que incluye a su vez varios tipos mecanismos 
de apoyo económico a los partidos. 

El primero tiene una neta procedencia “interna”, basado fundamentalmente en los 
ingresos que reciben tanto de sus propios miembros o afiliados, como de simpatizantes 
o “adheridos”. Representa sin duda la principal fuente de ingresos –no pública– de 
los partidos, aunque el bajo nivel de afiliación que afecta de forma endémica o per-
manente a los partidos la convierte en un mecanismo realmente insuficiente. Otra 
de las formulas de financiación privada tiene su origen en las actividades y servicios 
propios que puedan prestar como tales formaciones políticas, así como de “actividades 
promocionales” y los rendimientos de “la gestión de su propio patrimonio” (art.2.2.b 
y 6). En este supuesto la Ley Orgánica introduce un parámetro bastante reducido en 
cuanto a las cantidades que hay que “identificar”, estableciéndose tan sólo en 300 
euros el límite que excusa de la obligación de informar sobre el sujeto que ha llevado 
a cabo esa transmisión patrimonial al partido.

La legislación española se detiene especialmente en la regulación de aquellas fuentes 
de financiación que pueden dar lugar más fácilmente a irregularidades o potencia-
les corruptelas, o que limitan o condicionan en potencia la libertad de acción de los 
partidos políticos. Por esta razón, las “donaciones privadas” van a ser objeto de una 
regulación detallada, con la que se aspira a controlar y delimitar tanto las fuentes y 
fórmulas de financiación posibles, como las restricciones económicas y los instru-
mentos de control y contabilidad de las mismas.

En primer lugar, se consideran donaciones privadas aquellas aportaciones que pue-
den recibir los partidos, de carácter “no finalista” y nominativas, sea en dinero o 
“en especie”, procedentes de personas físicas o jurídicas. Se trata además de dona-
ciones “irrevocables” y que deben ir destinadas obligatoriamente a la realización 
de “actividades propias” de estas organizaciones políticas. Se acentúa de este modo 
el esfuerzo del legislador por evitar que se puedan utilizar este tipo recursos para 
financiar otras actividades diferentes, y con una finalidad que no encaje en la natu-
raleza estrictamente política de los fines y objetivos de los partidos. Por otro lado, la 
condición de que no tengan carácter finalista contribuye a evitar el riesgo de posibles 
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“influencias” externas que sitúen al partido al borde de la legalidad o restrinjan su 
autonomía funcional.

Los sistemas de control alcanzan al procedimiento en que las personas jurídicas 
pueden contribuir a esa financiación privada de los partidos. En este sentido, se 
ha marcado en la Ley la obligación de que las donaciones procedentes de aquéllas 
tengan el respaldo de los órganos sociales que las representan, con la necesidad adi-
cional de que se exprese el compromiso de cumplimiento de las exigencias y límites 
legalmente establecidos.

Resulta también significativa y de considerable proyección la prohibición expresa que 
impide recibir “donaciones” no sólo de cualquier organismo público, sino también de 
“entidades y empresas” que tengan también ese carácter público15. Se impide así que 
puedan eludirse las fórmulas estrictas de financiación pública, antes analizadas, a tra-
vés de ayudas que se puedan conceder hipotéticamente y para fines no “fiscalizables” 
a priori, mediante el formato de “donación” y que procedan de alguna de las muchas 
entidades que dependen de las instituciones públicas, bien porque tengan ese carácter 
bien porque su capital sea fundamentalmente de procedencia pública. 

A esa lógica preventiva frente a posibles corrupciones de los partidos originadas por 
el sistema de financiación privada obedece la siguiente prohibición contemplada en la 
ley, relativa ahora a la donación –y recepción directa o indirecta por los partidos– de 
empresas privadas que, mediante contrato vigente, “presten servicios o realicen obras 
para las Administraciones Públicas, empresas públicas o empresas de capital mayori-
tariamente publico” (art. 4.2.c)16. Sin duda, la experiencia política en España durante 
estos últimos años ha puesto de relieve que esta norma ha sido insuficiente e ineficaz 
para evitar precisamente el enorme número de situaciones ilegales provocadas por la 
actuación de empresas que contrataban con poderes públicos, a cuyos responsables 
políticos “primaban” con donaciones ilegales que han sido utilizadas unas veces con 
un interés lucrativo particular, y otras como mecanismo de financiación “paralela” de 
la formación política a la que pertenecían. Tampoco se acepta legalmente una fórmula 
de financiación “implícita”, consistente en que terceras personas acepten los gastos y 
el coste de adquisiciones de obras, bienes y servicios de los partidos, o lo que se define 
en la ley como “operaciones asimiladas” (art 4.3).

Precisamente para evitar supuestos de financiación ilícita el legislador ha implantado 
una serie de mecanismos de fiscalización y control externo e interno a los partidos.

El principal posiblemente se refiere a las dos limitaciones que se imponen de forma 
nítida en la Ley Orgánica, y que afectan tanto al carácter “anónimo” de las donaciones 
(su proscripción no admite excepciones) como a la cantidad máxima que es posible 
recibir de una misma persona física o jurídica (100.00 euros anuales). En este segundo 
caso se acepta la posibilidad de excepciones, siempre que se trate de una “donación 
en especie” de bienes inmuebles. Tanto la restricción en metálico como su excepción 
(y especialmente esta última) nos parecen demasiado elevadas, como para que sirvan 
para eludir situaciones posteriores de dependencia, tráfico de influencias, o inclusive 

15. Uno de los objetivos que pretende la última reforma (LO 5/2012) se orienta precisamente a evitar que 
se utilice fraudulentamente y sin la fiscalización adecuada un sistema de financiación de los partidos 
políticos a partir de fundaciones y asociaciones, vinculadas con aquéllos, que reciban subvenciones de las 
Administraciones Públicas (nuevo artículo 4.d).

16. En la reforma aprobada en el 2012 la prohibición de aceptar donaciones de empresas que presten servicios 
a Administraciones Públicas se extiende también a cualquier empresa que perteneciente al mismo grupo o 
empresas mayoritariamente participadas por aquéllas (nuevo art. 4.c)
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corrupciones, en el funcionamiento de los partidos. En todo caso, ha quedado des-
cartada en la Ley la aplicación de exenciones tributarias por este tipo de donaciones 
a los partidos. Con las anteriores restricciones el legislador español quiere evitar la 
generación de desigualdades económicas cualitativas entre las formaciones políticas, 
en la medida en que existe una presunción de trato preferente a aquéllas que defiendan 
una ideología más acorde con intereses empresariales o privados. 

En la esfera del control interno –o autocontrol– se han establecido normas bastante 
precisas que contribuyen teóricamente a la transparencia en las fuentes de financia-
ción privadas. En primer término, están obligados a abrir una cuenta de crédito donde 
queda constancia –de forma exclusiva– de las aportaciones recibidas en concepto de 
donación; idéntica regla se aplica asimismo para la justificación de las cuotas y apor-
taciones de los afiliados y simpatizantes (art. 8).

Pero donde el esfuerzo del legislador español por controlar y evitar fórmulas ilícitas de 
financiación resulta más evidente es en la implantación de una serie de mecanismos 
que se proyectan la contabilidad e intervención económica de los partidos. No se trata 
de facultades que puedan ejercer de forma discrecional, sino de auténticos mandatos 
legales de obligado cumplimiento, como paso previo a la fiscalización “externa” que 
va a llevar a cabo después el Tribunal de Cuentas. Empiezan con la exigencia legal de 
contar con unos libros de contabilidad que den cuenta exacta de la situación financiera 
y patrimonial del partido, así como del cumplimiento de los deberes que derivan de 
la propia Ley. De igual modo, se ha previsto un mecanismo de “dación de cuentas”, 
con carácter anual, del que sería responsable el máximo órgano de dirección del Par-
tido. La Ley regula con bastante minuciosidad los elementos contables que deben ser 
puestos en conocimiento: balance, cuenta de resultados y una Memoria explicativa 
de los anteriores. En esta documentación deberán constar todas las subvenciones y 
donaciones privadas recibidas, haciéndose constar además la persona física o jurí-
dica del donante, así como las cantidades que han sido objeto de entrega. La única 
salvedad a estos estrictos mecanismos por los que se da cuenta y pueden reconocerse 
los elementos de financiación externos del partido sería el control que se aplica a la 
financiación de los Grupos Parlamentarios (Cortes Generales y Asambleas Legislativas 
autonómicas) y los Grupos Locales (Ayuntamientos, Diputaciones Provinciales), a los 
que se aplicará la normativa establecida a tal efecto por los Reglamentos parlamenta-
rios y normas locales (art. 14.6).

La rendición de cuentas de la financiación y actividad económica de los partidos políti-
cos va a ser objeto de control por parte del Tribunal de Cuentas, o bien en los casos en 
que se haya creado por el respectivo Estatuto de Autonomía, por el órgano encargado 
de la fiscalización de los poderes públicos de la Comunidad Autónoma. 

El tipo de control que lleva a cabo el Tribunal de Cuentas es de una doble naturaleza. 
De un lado, va a verificar la legalidad de las subvenciones públicas y los recursos ob-
tenidos mediante donaciones privadas, de manera que se cumplan las condiciones y 
límites impuestos por la Ley. Pero además tiene encomendada la función de fiscalizar 
toda la “regularidad contable” de los partidos, lo que implica una supervisión tanto 
del método y ejecución en que se ha realizado la elaboración del Balance, la Cuenta de 
Resultados y la Memoria, como del contenido que pueden reflejar esos documentos 
contables, por si se pudieran haber producidos irregularidades en forma de ingresos 
y gastos no autorizados legalmente.

El procedimiento concluye con un informe del Tribunal de Cuentas en el que se evalúa 
tanto la regularidad como la adecuación a lo establecido en la Ley, con la finalidad 
de detectar posibles “infracciones o prácticas irregulares”. Así pues, el control no 
sólo se orienta a detectar sólo actuaciones ilícitas jurídicas, sino también métodos de 
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actuación o usos habituales que no necesariamente encajen de forma nítida en una 
acción prohibida legalmente.

La Ley Orgánica del 2007 contiene de forma bastante pormenorizada el régimen san-
cionador, basado en la articulación de un procedimiento de reacción contra aquellas 
violaciones e incumplimientos que se hayan observado en el ejercicio de la función 
de controlo que se ha descrito anteriormente. Es precisamente en este ámbito donde 
se observa el esfuerzo legislativo español por prevenir y hacer frente a supuestos de 
financiación ilícita de los partidos, llenando el vacío en este punto que padecía anterior 
regulación (Ley Orgánica 3/1987), cuyo artículo 11.3 se limitaba a señalar que “El Tri-
bunal de Cuentas, en el plazo de ocho meses desde la recepción de la documentación 
señalada en el número anterior, se pronunciará sobre su regularidad y adecuación 
a lo dispuesto en la presente Ley, exigiendo, en su caso, las responsabilidades que 
pudieran deducirse de su incumplimiento”. 

En efecto, ahora se ha introducido en la Ley Orgánica un sistema sancionatorio con-
creto que informa de las consecuencias que puede tener una actuación contraria a 
los mandatos legales en materia de financiación. Basado fundamentalmente en una 
penalización de carácter económico, la sanción pecuniaria puede adoptar dos formatos 
diferentes según el origen o el tipo de infracción cometida. 

En el caso de que el partido se haya beneficiado de donaciones no permitidas por la 
Ley, la sanción adopta la forma de multa, con una cuantía equivalente al doble de la 
aportación recibida irregularmente; esta multa se va a materializar mediante una 
deducción sobre la subvención anual que recibe aquél para gastos de funcionamiento. 

La segunda hipótesis se refiere a una forma de actuación incorrecta del partido, desde 
el punto de vista del cumplimiento de sus obligaciones contables y de transparencia: 
la no presentación –injustificada– de las cuentas del ejercicio anual, o bien la presen-
tación totalmente defectuosa de las mismas. En este caso, la sanción pecuniaria se 
ejecuta sobre las subvenciones públicas que se reciben para los gastos de funciona-
miento ordinario del partido infractor. El sistema garantiza de esta forma la aplica-
ción efectiva de la sanción, evitando que se produzcan incumplimientos de la ley que 
queden sin la penalización necesaria y adecuada.

En todo caso, el procedimiento sancionador se ha regulado en la LO con las suficien-
tes garantías de objetividad e imparcialidad, mediante fórmulas que se asemejan 
a los procesos jurisdiccionales. Por ejemplo, la asignación de las diversas fases del 
procedimiento (iniciativa, instrucción y resolución) a diferentes órganos o instancias 
(respectivamente, Pleno del Tribunal de Cuentas, instructor encargado, y Pleno). 

De este modo, el partido sometido a la fiscalización del Tribunal va a contar con 
garantías procesales habituales en el orden jurisdiccional. En concreto la posibilidad 
de presentar alegaciones, documentación y cualquier otra información que estime 
necesaria; a continuación, la facultad de solicitar la apertura de una fase probatoria 
donde caben proponer los medios de prueba adecuados para su defensa. Ese período 
para la práctica de las pruebas puede ser abierto además por el propio instructor 
de oficio. Terminada esa fase, el instructor tiene que elaborar una “propuesta de 
resolución” en la que solicite, caso de considerar probada la responsabilidad de 
la formación política, una determinada sanción en función del tipo de infracción 
cometida; o bien, en caso contrario, proponga la absolución del mismo. La decisión 
corresponde en último extremo al Pleno del Tribunal de Cuentas, quien debe re-
solver en el plazo de seis meses (si no se pronuncia en este tiempo la Ley considera 
caducado el procedimiento sancionatorio). 
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IV. A MODO DE POSIBLES CONCLUSIONES:  
LAS PATOLOGÍAS DEL SISTEMA: LA FALTA DE CONTROL  
DE LA FINANCIACIÓN INDIRECTA Y LOS CASOS DE  
CORRUPCIÓN DIRECTA 

Una de las formas indirectas de financiación, cuyo control por otro lado escapa a 
los instrumentos previstos legalmente para esa finalidad, se produce a través de las 
condonaciones que realizan las entidades de crédito con las deudas contraídas con 
ellas por los partidos políticos 17. El problema se ha detectado frecuentemente, hasta 
el punto en que desde el Tribunal de Cuentas, principal órgano encargado de la fis-
calización contable y financiera de los partidos, ha puesto de relieve ya la necesidad 
de introducir las reformas normativas necesarias para evitar este tipo de situaciones 
“al margen” de la legalidad vigente. La utilización de esta práctica supone una efec-
tiva elusión de los límites y condiciones que se aplican a los sistemas de financiación 
privada. Sin descartar al mismo tiempo que se puedan producir con ellas una des-
viación significativa del principio de igualdad que debe garantizar la equivalencia de 
oportunidades en la competición política, ya que previsiblemente la condonación de 
deudas bancarias puede llegar a favorecer a los partidos que ideológicamente se sitúen 
en posiciones más cercanas a los intereses económicos de esas entidades de crédito. 
Paradójicamente, no obstante, la experiencia española ha puesto de relieve que ha 
sido una formación progresista –PSOE– el que más se ha beneficiado de esta técnica 
indirecta de financiación.

Por otro lado, la financiación “indirecta” de grupos terroristas es una de las cuestio-
nes que ha centrado estos últimos años la atención del legislador español. Resultaba 
evidente el apoyo –no sólo ideológico– que prestaban determinadas formaciones 
políticas a la banda terrorista de ETA, contribuyendo desde la defensa y justificación 
de sus acciones a los objetivos políticos que inspiran lo que no es sino “patología 
antidemocrática” del modelo político español. Por ese motivo, se ha tenido que ar-
ticular un mecanismo para evitar que la financiación pública de esos partidos, al 
incorporarse a las instituciones representativas tras su participación en las diver-
sas elecciones que tenían lugar en los diversos niveles territoriales, sirviera para 
patrocinar indirectamente y de manera paradójica a los fines de la banda armada. 
Esa finalidad se obtiene, además con las garantías jurídicas propias de un Estado 
de derecho, gracias a la previsión contenida en el artículo 3.5 de la Ley Orgánica del 
2007, que autoriza a los órganos judiciales competentes para suspender de modo 
cautelar la entrega de subvenciones o recursos –“cualquiera que sea su tipo naturale-
za”– a aquellos partidos que se encuentren afectados por un proceso de ilegalización, 
impulsado conforme a lo previsto en la Ley Orgánica 6/2002 de Partidos Políticos. 
La propuesta para adoptar esta medida debe proceder del Gobierno (Ministerio del 
Interior), pero en todo caso la decisión corresponde a un poder imparcial (“autoridad 
judicial”) desde el punto de vista político. 

Sin embargo, y como se ha llegado a poner relieve (García Guerrero), estas cautelas 
legales no han alcanzado, al menos de forma expresa, a la eventual ayuda económica 
que de manera indirecta también pueden conseguir las formaciones que han repre-
sentado la versión política de un grupo terrorista, a través de la financiación de los 
grupos parlamentarios que pueden llegar a constituir en las asambleas legislativas 
donde han conseguido representación política.

17. Para evitar que estas condonaciones de deuda de los partidos, suscritas con entidades de crédito, la 
reforma legislativa del 2012 va a imponer un límite anual de 100.000 euros, contando capital e intereses 
(nuevo artículo 4.4). 
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A la pregunta de si la corrupción reiterada de los partidos políticos puede ser causa 
de suspensión o disolución, habría que responder que el artículo 22.4 de la CE sólo 
establece, en el marco del derecho general de asociación, una pauta de carácter ins-
trumental para garantizar que la decisión –disolución o suspensión– sea adoptada 
por un poder público independiente e imparcial y se encuentre fundada en derecho 
(resolución judicial motivada). No especifica los motivos o causas que legitimarían 
esas restricciones en el ejercicio de un derecho fundamental. Para conocer la solución 
a esta problema –negativa– es necesario recurrir a la legislación de desarrollo, subsi-
diaria en todo caso de la específica sobre partidos políticos, para comprobar si existe 
alguna previsión aplicable a los supuestos de financiación ilícita e los partidos. En este 
sentido, el régimen sancionador que se ha contemplado en la actual Ley Orgánica del 
2007 establece que las infracciones reguladas en la norma, por financiación irregular 
de los partidos, sólo tendrán carácter patrimonial.

Una vertiente más “institucional” de los casos de financiación ilegal de los partidos 
políticos ley de Bases de Régimen Local, (art. 61) permite la adopciónd euna medida 
extraordinaria como la disolución de una corporación local, ante “la gestión grave-
mente dañosa para los intereses generales que suponga incumplimiento de sus obli-
gaciones constitucionales”. Esta especie de “contagio institucional” de la corrupción 
partidista cuenta con algún ejemplo recientes en España, originado por el desarrollo 
irracional de la planificación urbanística, ligada a intereses particulares y de partido 
(ciudad de Marbella) 

En todo caso, la financiación esencialmente pública de los partidos no ha servido 
para frenar del todo los frecuentes supuestos de corrupción política en España; como 
tampoco parecen haber tenido especiales consecuencias negativas –al menos directa 
e inmediatamente– sobre sus resultados electorales, los casos de corrupción que han 
afectado a líderes políticos de partidos, imputados o procesados en casos de posible 
financiación ilegal. Una tesis que es posible corroborar analizando el proceso seguido 
contra el Presidente de la Comunidad Autónoma de Valencia, uno de los más represen-
tativo del problema de la corrupción política los últimos años; en las últimas elecciones 
autonómicas el Partido Popular ha revalidado una amplia mayoría entre el electorado 
de la Comunidad a pesar de los procesamientos y, a veces también, resoluciones judi-
ciales condenatorias para esa parte de la clase política. El coste en términos electorales 
de la corrupción política, o la financiación irregular relacionada de alguna manera con 
la anterior, no parece ser muy alto. Quizás porque, aunque sea de manera solapada, 
los partidos adoptan a nivel interno “filtros” indirectos que paralizan o bloquean la 
carrera política de los imputados por estos procesos judiciales, intentando marcar así 
de forma indirecta una distancia con aquellos miembros implicados o afectados por 
casos evidentes de corrupción, al margen de las soluciones judiciales que se alcancen. 

La dependencia excesiva y tradicional en España de os partidos respecto de las fuentes 
públicas de financiación, y en consecuencia lo que implica ésta de limitación efectiva 
para conseguir recursos, explica en buena medida la aparición, en absoluto esporádica, 
de casos de corrupción. 

Uno de los casos de financiación irregular que se han presentado con mayor frecuencia 
en España ha sido la utilización de las denominadas “campañas institucionales”, a 
través delas cuales se estaría apoyando, indirecta pero efectivamente, la propaganda 
electoral en favor del partido que está ocupando el gobierno estatal o autonómico. A 
pesar de que se cuenta ya con pronunciamientos bastantes explícitos de la Junta Elec-
toral Central que prohíben este tipo de prácticas no ajustadas a la ley electoral y de 
financiación d partidos, lo cierto es que se repiten de manera constante las denuncias 
en cada convocatoria electoral.
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El relativo consenso legislativo –pese a que el Partido Popular no llegó a votar a favor de 
la ley por razones estratégicas– parece superar superando los clásicos planteamientos 
que han mantenido durante mucho tiempo los partidos en función de su ubicación en 
el segmento ideológico. Sin embargo, el actual modelo mixto –público y liberalizado– 
implantado definitivamente en la actual Ley Orgánico no ha llegado a de forma radical 
la tendencia de la mayor parte de las formaciones políticas para conseguir fuentes de 
financiación que no se acomodan del todo a las exigencias y límites impuestos por la Ley. 

La responsabilidad de los partidos radica fundamentalmente en la falta de una voluntad 
decidida para eliminar las formas de corrupción que se producen en su interior, y cu-
yos beneficiarios principales con frecuencia son miembros individuales y no la misma 
organización. Así pues, este tipo de actitudes ilícitas no entran en realidad dentro de 
un supuesto de financiación irregular del partido, sino más bien en alguno de los tipos 
delictivos (tráfico de influencias, malversación de fondos públicos) que persiguen el 
enriquecimiento ilícito individual, propio o de terceros. La pasividad, la complacencia 
o simplemente la negligencia por tanto, al no articular mecanismos de control para 
evitar estas actuaciones ilegales los factores que contribuye a generar una imagen pú-
blica negativa, donde se asocian la corrupción de partido a la que realmente promueven 
sujetos individuales que forman parten de aquél (Núñez Pérez). Esa percepción social 
quizás no coincida exactamente con la realidad pero asocia inevitablemente el fenómeno 
de la corrupción con la financiación de los partidos políticos (Barómetros Globales de 
corrupción de los últimos años).

Así pues, cabría sostener que la mayor parte de los casos de corrupción política en 
España no están relacionados con el modelo legal de financiación de los partidos, ni su 
aplicación al funcionamiento ordinario de estos últimos. Las principales “patologías” 
tienen su origen generalmente en la instrumentalización que se hace de las posiciones 
institucionales que ocupan sus miembros para generar mecanismos clientelares con 
agentes sociales y económicos de la sociedad, cuyos beneficios no repercuten normal-
mente en forma de ingresos irregulares de las formaciones políticas, sino en el enrique-
cimiento ilícito de algunos de sus miembros. 

El modelo de financiación de partidos políticos español adolece de algunos defectos, entre 
los cuales podemos anotar básicamente la excesiva dependencia respecto de las subven-
ciones de carácter público, el nivel extraordinariamente elevado de gastos que se invierten 
para campañas electorales o la escasa trasparencia en la recepción y utilización de sus 
recursos; no se establece, por otra parte, ningún límite a la posible donación privada de 
inmuebles y queda todavía en una esfera de ambiguo o incierto control los mecanismos 
de financiación que tienen lugar en los ámbitos político-institucionales inferiores (Pérez 
Francesch), precisamente donde se originan más casos de corrupción en España.

Las causas tradicionales que han motivado la conexión permanente entre corrupción 
política y financiación irregular de los partidos siguen estando presentes tras la última 
reforma legislativa del 2007 sobre la materia. La afiliación sigue mostrando unos índi-
ces excesivamente reducidos y el coste económico que implica la competición electoral 
resulta demasiado elevado, como para que ambos condicionantes puedan ser resueltos 
con el actual modelo preferente de financiación pública. 

Durante estos últimos años, y hasta el estallido de la denominada “burbuja inmobiliaria”, 
ha sido demasiado frecuente el empleo de métodos alternativos alegales o claramente 
ilícitos para obtener fondos adicionales. Las “comisiones ilegales” se habían convertido 
en una fórmula implícita de financiación por parte de empresas dedicadas a la construc-
ción, que pagan una especie “impuesto” a los responsables públicos municipales para 
el aligeramiento de las cargas burocráticas o la aprobación de planes de actuación que 
quedaban con frecuencia fuera de la legalidad urbanística. No se puede afirmar que en 
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estas operaciones haya habido un protagonismo destacado en alguno de los partidos con 
mayor representación política en las diversas instituciones territoriales. La responsa-
bilidad se reparte por igual entre ellos, a la vista de las resoluciones judiciales que han 
dado lugar los escándalos más conocidos de financiación ilegal de los años ochenta y 
noventa (Filesa, Soller, Naseiro, Tragaperras, Casinos). 

La Ley aprobada en el 2007 cumple con las exigencias de transparencia que permiti-
rían, al menos en teoría, bloquear los intentos de financiación privada que no se ajuste 
a los parámetros autorizados por aquélla, mediante la implantación de mecanismos de 
fiscalización contable y rendición de cuentas que han sido analizados previamente. Sin 
embargo, los casos más recientes (Gúrtel, Malaya, Matas, Palau, ERES en Andalucía) 
ponen de manifiesto que los instrumentos de control no han sido lo suficientemente 
eficaces para evitar el desvío de fondos públicos para fines contrarios al ordenamiento 
o la indirecta financiación de ciertos partidos mediante favores económicos a algunos 
de sus líderes institucionales. 

Así pues el mapa de la corrupción política en España se extiende por toda la geografía 
del país, sin que prevalezca especialmente un determinado color político o una esfera 
institucional concreta18. Su origen se encuentra fundamentalmente en la falta de una 
voluntad real por parte de las direcciones de los partidos de fiscalizar a quienes utilizan 
sus responsabilidades institucionales para sufragar lucros personales o para consolidar 
esa misma posición institucional que ocupan.

BIBLIOGRAFÍA

Entre la abundante bibliografía sobre los temas de corrupción política y de financia-
ción de partidos políticos destacaríamos, Morodo R. y Lucas Murillo P., de la Cueva, 
El El ordenamiento constitucional de los partidos políticos, UNAM, México, 2001. 
Cortés P., Ultimas propuestas sobre la financiación de los partidos políticos, In Teo-
ría y Realidad Constitucional, núm. 6, 2000, pp. 201-212. Serrano Maíllo M.I., La 
financiación de los partidos políticos en España. In Teoría y Realidad Constitucional, 
núm. 12-13, 2003-2004, pp. 449-467.Presno M.A., Los partidos y las distorsiones 
jurídicas de la democracia, Ariel, 2000. Presno M.A., La reforma del sistema de fi-
nanciación de los partidos políticos, In Revista Española de Derecho Constitucional, 
núm. 57, 1999, pp. 205 y ss. García Guerrero J.M., Estudios sobre partidos políticos, 
Tirant lo Blanch, Valencia, 2008. AAVV. Corruzione contro Constituzione. In Percorsi 
Costituzionali, 1/2, 2012. CEDAM, 2012. En La corrupción ¿un problema jurídico o 
un estadio sociológico-moral?. García, E., La corrupción ¿un problema jurídico o 
un estadio sociológico-moral? In El Cronista (5-8-2013). IUSTEL. Ponce Solé J., La 
prevención de la corrupción mediante la garantía del derechos a un buen gobierno 
a una buena administración en el ámbito local (con referencias al Proyecto de Ley 
de Transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno), In Anuario de 
Gobierno Local 2012. Fundación democracia y Gobierno Local, IDOP, pp. 93-140. 
Bustos Gisbert R., Corrupción política: un análisis desde la teoría y la realidad 
constitucional, In Teoría y Realidad Constitucional, n.25, 2010, pp. 101 y ss. 

18. Como afirma Eloy García, “asistimos en España a un desagraciado espectáculo de degradación de la 
conducta de responsables de algunos órganos públicos que en concomitancia con sujetos privados no han 
dudado en beneficiarse de fondos públicos para enriquecerse a costa de lo que es de todos. En medio del 
estupor de una opinión aturdida, la palabra “corrupción” ha pasado a formar parte del lenguaje cotidiano y 
según las encuestas ocupa el cuarto lugar entre las grandes preocupaciones de los españoles”. La corrupción 
¿un problema jurídico o un estadio sociológico-moral? . In El Cronista (5-8-2013). IUSTEL.


